
 
HABILITACIONES  PARA LOS ESTUDIANTES 

 
Atendiendo a las directrices emanadas por el Decreto 1290 de 2009, y en particular en su artículo 11 numeral 4 “Promover 
y mantener la interlocución con los padres de familia y el estudiante, con el fin de presentar los informes periódicos 
de evaluación, el plan de actividades de apoyo para la superación de las debilidades, y acordar los compromisos 
por parte de todos los involucrados”, los estudiantes y padres de familia de la Institución Educativa “Julio Restrepo” 
deberán presentar en la fecha indicada la siguiente taller y la respectiva sustentación para así ganar la materia. 
 
Nombre: _______________________________________________________        Grados: 10°  

Área/Asignatura: Filosofía                             Fecha: 1 -2 -3 - 4 Periodos /  2018 

Maestro: Juan Pablo Rojas Giraldo 

 
 
ACTIVIDADES A REALIZAR: Apreciado estudiante, para desarrollar adecuadamente este taller, debes tener en 
cuenta  

 
1. Leer muy bien el contenido o las preguntas con miras al desarrollo satisfactorio de las mismas. Si algo no le es 

claro, pedir orientación oportuna al docente. 
2. Desarrollar amplia y claramente cada uno de los puntos aquí expuestos 
3. Esmérese en hacer un trabajo bien desarrollado y presentado con miras a lograr el objetivo propuesto (hojas de 

block)  
4. Luego de la presentación del taller, prepárese para sustentación escrita u oral   

 
 
 

TALLER ÚNICO 
 

 
1. ¿Qué es filosofía y cuál es su importancia en la vida humana? 

2. Consulta la vida y obra de un filósofo que te haya llamado la atención, destaca su principal 

pensamiento y elabora análisis y critica.  

3. A. Lee el siguiente texto 

B Elabora resumen e identifica su tesis 

C. Elabora análisis y critica  

D. ¿Qué título le darías al texto y por qué? 

 

 

               ______________________________________________ 

 

 

Libertad de expresión, ¿pero cuál? Referirse a la protesta social como ejercicio colectivo de la libertad 
de expresión exige poner en juego una cierta concepción de este derecho y el rol del Estado. En primer 
lugar, la libertad de expresión garantiza, como derecho individual, que todas las personas tengan la 
posibilidad de expresarse sin censura previa y sin restricciones desproporcionadas. Pero además, 
protege el derecho de todas las demás personas a acceder a la mayor cantidad y diversidad de 
informaciones PRETEXTOS “Vamos a portarnos mal” [19 ] e ideas, de modo que puedan elegir sus 
propios planes de vida y ejercer su derecho colectivo a autogobernarse. En este sentido, la libertad de 
expresión no sólo tiende a la realización personal de quien se expresa, sino a la deliberación abierta y 
desinhibida sobre los asuntos públicos: es un requisito indispensable para el funcionamiento de 



 
sociedades verdaderamente democráticas. Esta estrecha vinculación entre la libertad de expresión y 
la estructura democrática determina que, en la doctrina legal predominante, la libertad de expresión 
merezca una protección especial y tenga un peso privilegiado en situaciones de confl icto con otros 
derechos. Ahora bien, ¿cuál es la actitud que el Estado debe adoptar para garantizar, usando las ya 
famosas palabras de la Corte Suprema de los Estados Unidos, el debate público “desinhibido, robusto 
y amplio”1 que demanda un sistema democrático? Tradicionalmente se entendía que la libertad de 
expresión actuaba como una suerte de escudo protector del individuo frente a la censura estatal. Una 
postura fundada en la mítica idea de que todos podrían ejercer ese derecho si no mediaran obstáculos 
originados desde el Estado, pero que ignora que las estructuras sociales y la desigual distribución de 
poder impactan en las reales posibilidades de participar del debate público. El acceso a los recursos 
—económicos, simbólicos, políticos— determina en gran medida el éxito expresivo de las personas, 
como advierte, entre otros autores, Owen Fiss.2 En ese sentido, si el propósito de la libertad de 
expresión consiste en ampliar las fronteras del debate público de modo de permitir el libre intercambio 
de ideas que requiere la autodeterminación colectiva en un sistema democrático, la intervención del 
Estado debe estar orientada a equilibrar las limitaciones que causan las desigualdades sociales, 
económicas y culturales (o los poderes no estatales). En otras palabras, asumir la naturaleza 
democrática de la libertad de expresión puede imponer tanto “obligaciones negativas” en cabeza del 
Estado —límites para impedir su arbitrariedad— como “obligaciones positivas”, que garanticen que 
efectivamente circulen la mayor cantidad de visiones presentes en una sociedad.3 Esta lectura de la 
libertad de expresión resignifi ca la discusión sobre protesta social en dos sentidos. En primer lugar, 
porque apunta a una suerte de “supertolerancia” estatal hacia las expresiones de crítica política y sobre 
cuestiones de interés público, ya que un sistema democrático exige el mayor nivel posible de debate 
colectivo acerca del funcionamiento de la sociedad y del Estado en todos sus aspectos. Esto incluye 
a las opiniones que molestan o incomodan a las autoridades, como a aquéllas que ofenden, resultan 
chocantes o perturban a una parte o a la mayoría de la población, como sostuvo la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.4 En segundo lugar, porque advierte que un Estado 
democrático debe promover oportunidades de expresión para todos los sectores, incluso, y muy 
especialmente, potenciando las de aquellos grupos sociales que tienen difi cultades para ingresar en 
el debate público. 2. Protesta, agenda pública y desigualdad Antes de continuar, conviene detenerse 
primero a pensar en qué consiste el ingreso en la agenda pública, o en otras palabras, cuáles son las 
formas en las que se canaliza el debate público en las sociedades modernas. La literatura en ciencias 
sociales ha insistido en que los medios de comunicación ocupan un lugar cada vez más importante en 
la construcción de las agendas y el debate público, un fenómeno que ha venido de la mano de la 
consabida crisis de los sistemas políticos y de representación. Un aspecto central del debate público 
mediático es la función de agenda setting de los medios, según la cual los medios de comunicación 
tendrían un rol protagónico en la defi nición e intensidad de los temas de discusión de una sociedad 
determinada. En otras palabras, los medios no nos dicen qué pensar, pero sí nos dicen sobre qué 
pensar.5 Los medios de comunicación, en defi nitiva, se han convertido en una de las vías más 
importantes para visibilizar los confl ictos sociales y colocarlos en el centro de la atención de 
ciudadanos, funcionarios y políticos, aunque su impacto en el curso de las agendas gubernamentales 
o de política pública no es lineal.6 En ese contexto, el grado y tipo de acceso a los medios tiene un 
efecto signifi cativo en la capacidad de grupos e individuos para instalar sus demandas en la agenda 
pública.7 4 Ver, entre otros: Corte IDH, Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 
2004, párr.113 5 Kitzberger, Philip. “Acceso a los medios de comunicación y ciudadanía democrática”. 
En Diálogo Político. Publicación trimestral de la Konrad-AdenauerStiftung A. C.Año XXII - Nº 1 - Marzo, 
2005. Pág. 19. 6 Ibid, pág.20. 7 Ibid, pág. 12. PRETEXTOS “Vamos a portarnos mal” [21 ] El acceso 
a los medios es un fenómeno atravesado por diferentes variables. La más obvia es que las  agudas 
desigualdades sociales que rigen en América Latina generan una brutal desigualdad, también, en este 



 
campo. Ahondando más específi camente, se pueden señalar dos cuestiones que sirven para 
desentrañar los problemas de asimetría en el acceso a la agenda pública: i) Defi ciencias en materia 
de diversidad y pluralismo informativo. Esta falta de pluralidad y diversidad es consecuencia de una 
serie de factores que operan, en conjunto, como barreras estructurales para el acceso a los medios 
de comunicación en condiciones de equidad y no discriminación en América Latina: el alto grado de 
concentración en la propiedad de los medios de comunicación,8 la existencia de marcos regulatorios 
discriminatorios y la profusión de prácticas arbitrarias en materia de adjudicaciones de licencias de 
medios audiovisuales.9 Estas barreras han redundado en la exclusión de vastos grupos sociales de la 
posibilidad de expresarse a través de los medios de comunicación. Y han suprimido sistemáticamente 
a una amplia gama de medios (pequeños, comunitarios, locales) en benefi cio de grandes grupos 
económicos.10 Las graves falencias en materia de diversidad y pluralismo fi guran en la agenda de 
las cuestiones más urgentes a resolver en la región, de acuerdo al diagnóstico de la Relatoría Especial 
para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.11 ii) La estructura 
y las rutinas de construcción de la noticia. Distintas investigaciones señalan que en los medios 
profesionalizados y comercialmente orientados (los que prevalecen en la región) hay una serie de 
factores que inciden en las selecciones y sesgos de las agendas, es decir, en lo que es “noticiable”. 
Se trata de cuestiones relacionadas con las prácticas del trabajo periodístico —la preeminencia de 
fuentes ofi ciales sobre fuentes no ofi ciales, por ejemplo— y con la búsqueda de audiencia —la 
selección de eventos que revisten carácter dramático o 8 Un exhaustivo estudio sobre el tema en 
Becerra, Martín y Mastrini, Guillermo. Los dueños de la palabra. Acceso, estructura y concentración 
de los medios en la América latina del Siglo XXI. Buenos Aires, Prometeo, 2009. 9 Las mordazas 
invisibles. Nuevas y viejas barreras a la diversidad en la radiodifusión, Programa de Legislaciones y 
Derecho a la Comunicación, Asociación Mundial de Radios Comunitarias América Latina y Caribe, 
Amarc- ALC, Buenos Aires, 2009. 10 Ibid, pág. 13. 11 CIDH. Informe Anual 2008. Volumen II: Informe 
Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Capítulo IV, párr. 100. 22] espectacular, 
por caso—.12 De este modo, los medios de comunicación atenderían primordialmente los confl ictos 
sociales cuando estallan en crisis, incorporan hechos violentos o se convierten en “confl ictos basados 
en la expresión (marchas, protestas, etc.)”, y no cuando están en estado de latencia. 13 En defi nitiva, 
frente a marcos institucionales que no favorecen la participación, frente a serias barreras de acceso a 
los medios de comunicación, o frente a medios que cubren sus demandas tan solo cuando se 
convierten en confl icto, la protesta parece ser el único mecanismo que permite a ciertos grupos 
marginados del proceso político hacerse escuchar (o al menos intentarlo). Las huelgas de hambre, las 
marchas kilométricas, los acampes en lugares públicos, y muchos otros de los sucesos relatados en 
las crónicas de este libro y en otras, innumerables, páginas escritas sobre este tema revelan una 
desesperada necesidad por tornar visibles situaciones invisibilizadas y, muchas veces, extremas. Al 
mismo tiempo, un vistazo a los informes de organizaciones de derechos humanos revela como la 
represión y persecución penal dirigida, sobre todo, contra grupos desaventajados, han sido utilizadas 
como verdaderas políticas de control y disuasión de la protesta en muchos países de la región14. El 
Estado ha optado, en una gran cantidad de oportunidades, por criminalizar a quienes llevan sus 
demandas a la calle, en lugar de proteger la expresión de las voces sistemáticamente ignoradas. 
Roberto Gargarella, uno de los constitucionalistas latinoamericanos que más ha refl exionado y escrito 
sobre protesta y derechos, es contundente: “es preocupante que un sistema democrático conviva con 
situaciones de miseria, pero es catastrófi co que tales situaciones no puedan traducirse en demandas 
12 Kitzberger, Philip. “Acceso a los medios de comunicación y ciudadanía democrática”. En Diálogo 
Político. Publicación trimestral de la Konrad-AdenauerStiftung A. C. Año XXII - Nº 1 - Marzo, 2005. 
Pág. 17-18. 13 Maccasi, Sandro. “Medios y confl ictos sociales entre el rating y el activismo”, En 
Diálogos de la Comunicación, n°78, Revista académica de la Federación Latinoamericana de 
Facultades de Comunicación Social. Enero - Julio 2009. 14 Centro de Estudios Legales y Sociales. El 



 
Estado frente a la protesta social 1996- 2002, Buenos Aires, Siglo XXI, 2003, p. 48. Ver también Centro 
de Estudios Legales y Sociales, “Los confl ictos en el espacio público: desafíos para la democracia”, 
en Derechos Humanos en Argentina. Informe 2006, Buenos Aires, Siglo XXI, 2006. Centro de 
Derechos Humanos, Facultad de Derecho, Universidad Diego Portales. “Protesta Social y derechos 
humanos”, en Informe anual sobre derechos humanos en Chile 2009, Santiago de Chile, Universidad 
Diego Portales, 2009. Pág. 45-85. PRETEXTOS “Vamos a portarnos mal” [23 ] directas sobre el poder 
público”.15 El Estado, apunta Gargarella, debería prestar especial atención a los grupos que tienen 
graves difi cultades para hacer oír sus voces y llamar la atención del poder público, sobre todo cuando 
los reclamos —aún los que exteriorizan del modo más disruptivo— se vinculan con la demanda de 
derechos fundamentales que el propio Estado ha desatendido. En esa línea, y hace ya más de 
cuarenta años, al pronunciarse sobre un grupo de manifestantes que eran acusados de bloquear el 
tránsito, el juez de la Corte Suprema norteamericana William Brennan alegaba que “los métodos 
convencionales de petición pueden ser, como suelen serlo, inaccesibles para grupos muy amplios de 
ciudadanos” que “no controlan la televisión o la radio” o que “no tienen la capacidad económica para 
expresar sus ideas a través de los periódicos”.16 Del mismo modo, la Relatoría para la Libertad de 
Expresión de la CIDH, reconoció que, para los sectores más empobrecidos del hemisferio, los canales 
tradicionales de participación se ven muchas veces cercenados. “Ante ese escenario en muchos 
países, la protesta y la movilización social se han constituido como herramientas de petición a la 
autoridad pública y también como canal de denuncias públicas sobre abusos o violaciones a los 
derechos humanos”. 

 


